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DEBIDO PROCESO, IGUALDAD, VIDA DIGNA / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / NIEGA PRISIÓN DOMICILIARIA / PADRE CABEZA DE FAMILIA / NO SE ACREDITÓ ESTADO DE ABANDONO / AUTONOMÍA JUDICIAL / IMPROCEDENTE.  De conformidad con lo antes analizado, esta Sala evidencia que los funcionarios accionados no vulneraron derecho fundamental alguno al señor EAPS  con el proferimiento de las providencias cuestionadas, toda vez que allí se analizaron en su integridad las condiciones legales y jurisprudenciales que se han establecido para la concesión del beneficio de la prisión domiciliaria por ser madre/padre cabeza de familia, aun cuando el juez ejecutor demandado haya señalado en un principio que el accionante tenía la calidad de padre cabeza de familia, pues tal requisito por sí solo no confiere directamente el sustituto reclamado ante la gravedad de la conducta desplegada por el actor, la que de igual manera, tuvo que ser estudiada en el caso en concreto.

4.6.8. El principio de autonomía de la función jurisdiccional imposibilita revisar lo decidido por la simple circunstancia de no ser compartido por quien ahora formula el reproche, ya que en sede de la acción de tutela no es posible efectuar una nueva valoración sobre el asunto discutido y pretender por esta vía imponer una posición particular, criterio igualmente sostenido por la Corte Constitucional...

(…)
Aunado a lo anterior, el principio de autonomía de la función jurisdiccional imposibilita revisar lo decidido por la simple circunstancia de no ser compartido por quien ahora formula el reproche, ya que en sede de la acción de tutela no es posible efectuar una nueva valoración sobre el asunto discutido y pretender por esta vía imponer una posición particular.

4.6.10. Conforme a lo acabado de analizar, los funcionarios demandados  concluyeron que el señor EAPS no cumple con los requisitos legales para acceder a la prisión domiciliaria y en tal sentido, la acción de tutela no puede convertirse en una especie de instancia adicional para debatir nuevamente lo que ya fue objeto de estudio, toda vez que sus valoraciones y decisiones se efectuaron conforme a la autonomía reconocida constitucionalmente, y una disparidad de criterio, como la plasmada en la demanda no puede ser fundamento para dejar sin valor y efecto lo resuelto por los jueces naturales.
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 1. ASUNTO A DECIDIR
 


Se procede a resolver lo concerniente a la acción de tutela interpuesta por el señor Edgar Alexander Puerta Sánchez en contra de los Juzgados 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad y del 1º Penal del Circuito Especializado, ambos de esta ciudad, ante la presunta vulneración de sus  derechos fundamentales al debido proceso, a la igualdad, a la vida digna, a tener una familia y a no ser separado de ella; así como, los principios de la “non bis in ídem” y de la “no reformatio in pejus”.
 

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES
 

2.1. Informó el señor Edgar Alexander Puerta Sánchez  que se encuentra detenido, descontando una pena de 152 meses de prisión.  El 24 de febrero de 2017 solicitó ante el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad le fuera otorgada la prisión domiciliaria por ostentar la condición de padre cabeza de familia, la cual fue negada el 12 de abril de 2017 con fundamento en que no había quedado acreditada la incapacidad o discapacidad permanente de su madre, señora Miriam Sánchez de Puerta. 

Señaló que el 17 de octubre de 2017 solicitó nuevamente el beneficio antes aludido, esta vez presentando un dictamen del médico de la señora  Miriam Sánchez Puerta, de 72 años de edad, en que señaló el diagnóstico de “cardiomiopatía dilatada de origen coronario, con dispositivo cardioresincronizador con alto riesgo de muerte súbita, por lo que se recomienda permanecer en compañía de persona adulta con conocimiento de cómo reaccionar en caso de reaccionar (sic)”.   Por su parte, el juez ejecutor pese a que consignó en su providencia que la madre e hijo menor de edad del accionante carecen de la ayuda sustancial de los demás miembros de su familia, negó el beneficio pedido con base en jurisprudencia posterior a la ocurrencia de los hechos, lo que considera una vulneración a sus derechos fundamentales, toda vez que debe prevalecer “el principio de favorabilidad”. Dicha decisión fue apelada por el actor y confirmada en segunda instancia por el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de esta capital el 28 de enero de 2018, violando el principop de no reformatio in pejus.
Hizo alusión a la jurisprudencia de la Corte Constitucional que señala la procedencia de la tutela cuando se encuentran comprometidos los derechos fundamentales de los niños, de los adultos mayores, del hombre y mujer cabeza de familia para acceder al beneficio de la prisión domiciliaria. Igualmente, la jurisprudencia pertinente sobre los principios de legalidad, favorabilidad, no reformatio in pejus y el interés para recurrir.

Solicitó que se tutelaran los derechos fundamentales al debido proceso, legalidad y favorabilidad, y en tal sentido, se ordene al Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad que resuelva nuevamente su solicitud de prisión domiciliaria, sin tener en cuenta los postulados jurisprudenciales aplicados en las providencias, toda vez que los hechos por los que fue procesado datan del 2008.  Así mismo, que el juzgado en segunda instancia sintetice la valoración de lo manifestado en la apelación, sin tener en cuenta los argumentos ya señalados en primera instancia. 

2.2. Mediante auto del 27 de febrero de 2018 se avocó el conocimiento de la presente acción de tutela y se ordenó dar traslado de la misma a los juzgados (Fl. 22).

3. RESPUESTAS A LA ACCIÓN DE TUTELA
   

3.1. JUZGADO 1º PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE PEREIRA
Informó que se tramitó el proceso penal radicado al No.110016000098200800153 en contra del ciudadano Edgar Alexander Puerta Sánchez y otros, por los delitos de concierto para delinquir agravado con fines de narcotráfico; tráfico, fabricación o porte de estupefacientes y lavado de activos, en el que se profirió fallo el 18 de marzo de 2013 en la que se le impuso la pena principal de 152 meses de prisión, sin derecho a subrogado alguno, decisión que fue confirmada por esta Sala el 12 de mayo de 2014.

Indicó que el accionante solicitó ante el juez ejecutor la concesión de la prisión domiciliaria con fundamento en lo dispuesto en la Ley 750 de 2002, por considerar que cumple con los requisitos que lo acreditan como cabeza de familia, respecto de su madre y su hijo menor, quienes se encuentran en inminente riesgo de desprotección, la cual fue despachada desfavorablemente al considerar que si bien el señor Puerta Sánchez tiene la calidad de padre cabeza de familia, la conducta por la cual fue sentenciado es grave y no reporta beneficio alguno para su hijo al retornar al seno del hogar. Dicha decisión fue apelada.

Señaló que el 29 de enero de 2018 ese despacho confirmó lo resuelto, pero apartándose de la postura asumida por la primera instancia, ya que consideró que el señor Puerta Sánchez no ostentaba la calidad de padre cabeza de familia, ante la existencia de otros familiares, tales como tías, hermanos e hijos mayores de edad del condenado, quienes pueden hacerse cargo tanto de la madre como del hijo menor del señor Puerta Sánchez, por cuanto les asiste un deber un deber moral frente a los mismos.  Igualmente, se tuvo en cuenta para negar el sustituto, el ingrediente subjetivo del señor Puerta Sánchez con relación al desempeño social, personal y familiar con relación a la actividad ilícita desarrollada dentro de la organización de la cual hacía parte, poniendo en riesgo la vida de las personas utilizadas para el transporte de la sustancia estupefaciente con fines de comercialización, circunstancia que estuvo por encima de la situación que en ese momento atravesaba su familia compuesta por sus dos padres adultos mayores, en precaria condición de salud y su menor hijo en edad escolar.

Consideró improcedente la acción de tutela ante la ausencia de vulneración de derechos fundamentales (Fl. 26).

Adjuntó copia del auto proferido el 29 de enero de 2018 (Fls. 27-31).

3.2.  JUZGADO 1º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA

Precisó que al señor Puerta Sánchez se le negó la prisión domiciliaria como padre cabeza de familia por cuanto se consideró que el mismo no ostentaba dicha calidad, pese a que sus padres presentaban quebrantos de salud, no se acreditó incapacidad o discapacidad permanente que permitiera inferir que el sentenciado era la única persona que podía cuidar de ello.   Así mismo, se evidenció que el menor de edad, hijo del accionante, no  se hallaba en estado de abandono, puesto que sus abuelos velaban por su cuidado y manutención.

Igualmente, se valoró el desempeño social, personal y familiar así como el actuar delictivo del señor Puerta Sánchez, concluyendo que la conducta cometida revestía de gravedad y merecía un tratamiento penitenciario.  Dicha decisión fue confirmada en segunda instancia.

Señaló que el 28 de noviembre de 2017 se negó nuevamente la prisión domiciliaria al accionante aun cuando se consideró que el mismo tenía la condición de ser padre cabeza de familia, toda vez que la conducta delictiva cometida era sumamente grave. Dicha decisión fue recurrida y confirmada por el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado, considerando que el señor Puerta Sánchez no cumplía con los presupuestos de padre cabeza de familia, al contar con otros parientes a quienes les asistía el deber moral para velar por su madre y su hijo menor de edad.

Consideró que la demanda de amparo no es procedente, pues lo pretendido por el actor es convertirla prácticamente en una tercera instancia, máxime que el mismo ha contado con todos los mecanismos de defensa judicial para la protección de sus derechos.  Lo anterior, aunado a que el juez de segunda instancia tiene autonomía, con base en los argumentos y material probatorio allegado, decide si confirma, revoca o reforma la providencia recurrida.  Por lo tanto, solicitó que se niegue el amparo invocado ante la usencia de vulneración de derechos fundamentales al actor (Fl. 32).
Adjuntó copia de las providencias de primera y segunda instancia a las que hizo referencia (Fls.33-45).

4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción constitucional, de acuerdo a lo establecido en el  artículo 1º del Decreto 1382 de 2000 que señala que cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial le será repartida al respectivo superior funcional del accionado, que en este caso viene a ser esta Corporación.

4.2. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acción u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.  Por ello, se ha sostenido que la tutela es subsidiaria, en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la medida en que complementa aquellos mecanismos previstos en el ordenamiento que no son suficientes o que no resultan verdaderamente eficaces en la protección de los derechos fundamentales e informal, porque se tramitan por esta vía las violaciones o amenazas de los derechos fundamentales que dada su evidencia y simplicidad no requieren la confrontación propia de un proceso ante la justicia ordinaria. Debe agregarse además, que la tutela, está destinada a proteger situaciones individuales frente a aquellas actuaciones u omisiones que constituyan una efectiva amenaza u ofensa concreta frente a una persona determinada. 

4.3.  La acción de tutela no es, por tanto, un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto; tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es el de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales”, tal y como lo ha expuesto la Corte Constitucional así:   “…también se concibe como una medida judicial subsidiaria y residual, en tanto que sólo procede en ausencia de otros mecanismos de defensa judicial, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable y mientras se puede acudir a las acciones y recursos ordinarios. Por lo mismo es claro que el constituyente no consagró con la tutela una vía procesal alternativa o paralela a las comunes para hacer valer los derechos, de manera que únicamente podrá utilizarse la figura en cuanto el interesado carezca de otra vía procesal para defender un derecho fundamental, y sólo esta clase de derechos…”
 

4.4. En primer lugar, como quiera que en el asunto objeto de estudio, los jueces demandados mediante providencias de primera y segunda instancia en las que se negó el sustituto de la prisión en centro carcelario por la domiciliaria al señor Edgar Alexander Puerta Sánchez  como padre  cabeza de familia, resulta necesario señalar que la posibilidad de accionar por vía Constitucional en contra de decisiones judiciales no ha sido un asunto pacífico en el ámbito judicial. Al respecto, la jurisprudencia ha venido decantando la posibilidad de controvertir una decisión judicial cuando ella constituye lo que se conocía como una vía de hecho, para lo cual se hace necesario citar lo expuesto por la Corte Constitucional sobre el tema así: “ (…) es posible que ciertas actuaciones de los jueces, aunque bajo el ropaje o disfraz de providencias, no sean tales sino verdaderas vías de hecho, para llegar a las cuales se  adoptan medios ostensiblemente contrarios  al ordenamiento jurídico, bien por utilización de un poder para un fin no previsto,  en la legislación, (defecto sustantivo), bien por ejercicio de la atribución por un órgano distinto a su titular o excediendo la misma  (defecto orgánico), por la aplicación del derecho sin contar con el apoyo de los hechos determinantes  del supuesto legal (defecto fáctico), o bien por la actuación al margen del procedimiento establecido (defecto procedimental)”.
 

4.4.1. La Corte Constitucional en la Sentencia C-590 de 2005 exige ciertos requisitos, unos genéricos y otros específicos, cuyo cumplimiento está obligado el demandante a acreditar: 

“Según la precitada sentencia, son requisitos generales de procedencia los siguientes: (i) que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa judicial al alcance de la persona afectada; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que, ante una irregularidad procesal, el defecto tenga un efecto decisivo o determinante en la sentencia; (v) que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y (vi) que no se trate de sentencias de tutela.

Mientras que, en punto de las exigencias específicas, se han establecido las que a continuación se relacionan: 

i) 
Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada carece absolutamente de competencia para ello.
ii) 
Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido.

iii) 
Defecto fáctico, el cual surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión.

iv)
Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales (Corte constitucional, sentencia T-522/01) o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión; 

v) 
Error inducido, el cual surge cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales.

vi)          Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los funcionarios judiciales de explicitar los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones, en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional.

vii) 
Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado (Corte Constitucional, sentencias T-462/03; SU-1184/01; T-1625/00 y T-1031/01). 

viii) 
Violación directa de la Constitución. (…)” (Negrillas originales)

4.5. La Corte Constitucional ha señalado que existen al menos dos excepciones a la regla general para la procedencia de la acción de tutela
: (i) cuando la persona afectada no tiene un mecanismo distinto y eficaz a la acción de tutela para defender sus derechos porque no está legitimada para impugnar los actos administrativos que los vulneran
 o porque la cuestión debatida es eminentemente constitucional
, y (ii) cuando se trata de evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable
, el que igualmente, la Corte Constitucional
 estima indispensable que concurran las siguientes características para que se configure un daño de esa índole: “(i) la inminencia del daño, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente, entendiendo por amenaza no la simple posibilidad de lesión, sino la probabilidad de sufrir un mal irreparable y grave de forma injustificada; (ii) la gravedad, esto es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; (iii) la urgencia, que exige la adopción de medidas prontas o inmediatas para conjurar la amenaza; (iv) la impostergabilidad de la tutela, que implica acreditar la necesidad de recurrir al amparo como mecanismo expedito y necesario para la protección de los derechos fundamentales
 ”.  

4.6. PROBLEMA JURÍDICO  Y SOLUCION AL CASO EN CONCRETO
Corresponde a esta Sala establecer si los juzgados accionados las garantías constitucionales que invoca el señor Edgar Alexander Puerta Sánchez por el hecho de haber negado el sustituto de la prisión domiciliaria, el que considera debe ser otorgado con fundamento en que se encuentran comprometidos derechos fundamentales de su madre, adulta mayor  y de su hijo menor de edad, quienes dependen del actor. 
4.6.1. Teniendo en cuenta que el accionante invoca la protección de sus derechos fundamentales en atención a que tiene un hijo menor de edad y que su madre se encuentra incapacitada para trabajar,  es pertinente precisar que en principio el concepto de madre cabeza de familia, fue dispuesto en la Ley 82 de 1993 en su artículo 2º señaló: “(…) entiéndase por mujer cabeza de familia, quien siendo soltera o casada, tenga bajo su cargo, económica o socialmente, en forma permanente, hijos menores propios u otras personas incapaces o incapacitadas para trabajar, ya sea por ausencia permanente o incapacidad física, sensorial, síquica o moral del cónyuge o compañero permanente o deficiencia sustancial de los demás miembros del núcleo familiar.” 
4.6.2.  El artículo 1º de la Ley 750 de 2002 señala que “la ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá, cuando la infractora sea mujer cabeza de familia, en el lugar de su residencia o en su defecto en el lugar señalado por el juez en caso de que la víctima de la conducta punible resida en aquel lugar, siempre que se cumplan los siguientes requisitos:   (…) Que el desempeño personal, laboral, familiar o social de la infractora permita a la autoridad judicial competente determinar que no colocará en peligro a la comunidad o a las personas a su cargo, hijos menores de edad o hijos con incapacidad mental permanente.” (Subrayas fuera del texto original)
4.6.3. De acuerdo a lo anterior, la Corte  Constitucional señaló que el concepto de miembro cabeza de familia podría ser igualmente aplicado al padre que se encuentre en similares circunstancias a la mujer, con base en el interés superior consagrado en el artículo 44 de la Carta Política respecto de los derechos fundamentales de los niños, de la siguiente  manera
:

“La Corte en sentencia SU-389 de 2005 unificó su jurisprudencia acerca de los requisitos y beneficios aplicables a los “padres cabeza de familia”.  En dicha providencia, la Corte manifestó que será tenido como padre cabeza de familia, no solo el que provea los recursos económicos para asegurar unas condiciones mínimas de subsistencia de sus hijos, sino aquél que demuestre ante las autoridades competentes, que cumplía con algunas de las condiciones que a continuación se enunciarán:

“(i) Que sus hijos propios, menores o mayores discapacitados, estén a su cuidado, que vivan con él, dependan económicamente de él y que realmente sea una persona que les brinda el cuidado y el amor que los niños requieran para un adecuado desarrollo y crecimiento; que sus obligaciones de apoyo, cuidado y manutención sean efectivamente asumidas y cumplidas, pues se descarta todo tipo de procesos judiciales y demandas que se sigan contra los trabajadores por inasistencia de tales compromisos.

(ii) Que no tenga alternativa económica, es decir, que se trate de una persona que tiene el cuidado y la manutención exclusiva de los niños y que en el evento de vivir con su esposa o compañera, ésta se encuentre incapacitada física, mentalmente o moralmente, sea de la tercera edad, o su presencia resulte totalmente indispensable en la atención de hijos menores enfermos, discapacitados o que médicamente requieran la presencia de la madre.

(iii) Lo anterior, sin perjuicio de la obligación que le asiste de acreditar los mismos requisitos formales que la Ley 82 de 1993 le impone a la madre cabeza de familia para demostrar tal condición. En efecto, de conformidad con el parágrafo del artículo 2 de la Ley 82 de 1993: “esta condición (la de mujer cabeza de familia y en su caso, la del hombre cabeza de familia) y la cesación de la misma, desde el momento en que ocurra el respectivo evento, deberá ser declarada por la mujer cabeza de familia de bajos ingresos ante notario, expresando las circunstancias básicas de su caso y sin que por este concepto, se causen emolumentos notariales a su cargo”. 

3.3.3. Si bien esta jurisprudencia analizó el artículo 1° de la Ley 750 de 2002, norma relativa al especial apoyo que se le brindaría a la mujer cabeza de familia en materia de prisión domiciliaria y trabajo comunitario, en esa oportunidad la Corte también consideró la situación del hombre que tuviese a su cargo el cuidado de los hijos y actuase en ese evento como padre cabeza de familia.  Más la importancia de reconocer el derecho a la detención domiciliaria no tiene por finalidad principal favorecer a uno u otro padre, sino la efectiva protección de quienes se encuentran en especial condición de vulnerabilidad y dependencia de sus padres. (Subraya nuestra)
4.6.4. Igualmente, la Corte Constitucional ha señalado sobre el juicio de ponderación que debe hacer el juez frente a los derechos de los menores en el caso del padre o madre cabeza de familia que solicita el beneficio de la prisión domiciliaria lo siguiente:

“(…) aunque la presencia de un principio constitucional de cierto peso abstracto no hace inocuo el juicio de ponderación, sí demarca una clara línea de solución a la colisión de principios. El juez constitucional reconoce, por tanto, una medida que restrinja el esquema de protección del menor, porque limita el goce de sus derechos fundamentales prevalentes, debe ser sometida a un examen de constitucionalidad de mayor rigor que establezca si el sacrificio al que se someten dichas garantías se justifica necesariamente en aras de la satisfacción de los intereses que se le contraponen.  En otros términos, el juicio de ponderación debe dirigirse a establecer si el sacrificio infligido a los derechos de los menores es rigurosamente necesario frente al beneficio perseguido por la norma. (Ver Sentencia C-154 de 2007, subrayas fuera del texto original).
4.6.5. En el este asunto específico,  la Sala observa que el juez ejecutor accionado para tomar la decisión objeto de queja, es decir para fundamentar las razones por las cuales resultaba improcedente conceder el sustituto de la prisión domiciliaria como padre cabeza de familia al señor Puerta Sánchez, se basó igualmente en el visita socio familiar realizada al hogar donde pretende vivir el accionante y concluyó en providencia del 28 de noviembre de 2017, lo siguiente (Fls. 38-42):
“En estas circunstancias, es claro para el juzgado que ante la reclusión intramural del condenado EDGAR ALEXANDER PUERTA SANCHEZ,  su menor hijo y su madre han quedado sin amparo, se sabe la existencia de dos hijos de la madre del sentenciado (un varón que vive en New York y una fémina que vive en Medellín que ocasionalmente le colabora con poco dinero), sumado a familiares como hermanas de la madre del sentenciado que en algo han ayudado en este hogar, pero que de todos modos no se han hecho cargo del menor y su abuela.

En otras palabras, su madre e hijo carecen de la ayuda sustancial de los demás miembros de su grupo familiar (en los términos del artículo 2 de la Ley 82 de 1993- modificado por el primero de la Ley 1232 de 2008) situación que conlleva a colegir que en efecto, se cumple con el aludido requisito de procedibiliad para el reconocimiento de la condición de padre cabeza de hogar.

(…) De otro lado tenemos el colectivo social, que para el caso presente implica su expectativa de castigo ejemplar para quienes atenten contra sus intereses (prevención general positiva), en especial de una manera tan grave como lo hizo EDGAR ALEXANDER PUERTA SANCHEZ, quien recordemos desarrollaba una importante labor dentro de la organización criminal, como quiera que era la persona encargada de convertir la cocaína en liquida (sic), para exportarla a través de la modalidad de correos humanos.  Adicionalmente se encargaba de recaudar el dinero procedente del exterior  producto de la comercialización del estupefaciente, usando particulares para que recibieran el dinero, conducta delictiva que tiene un connotación relevante para la sociedad, revistiendo mayor gravedad.
(…) Sopesados los intereses que apuntan cada uno de los derechos aquí confrontados, claro se tiene que solamente purgándose de manera intramural la pena impuesta al sentenciado, se puede llegar a su satisfacción.  En efecto, no constituye una prenda de garantía restituir al seno de la sociedad y de su familia a una persona que ha cometido una infracción tan grave como la que originó la sanción que actualmente afronta el señor EDGAR ALEXANDER PUERTA SANCHEZ.  Su accionar, le señalan como una persona carente de los más mínimos principios y escrúpulos porque sin importar lo delicado del asunto, decidió a su libre albedrío delinquir de semejante manera, a sabiendas de las consecuencias que debería afrontar por sus actos y en lo que afectaría a sus hijos y padres al ser separado de ellos como consecuencia de su comportamiento ilícito (…)”. 

4.6.6. La anterior decisión fue recurrida por el accionante y en tal virtud, el juzgado fallador mediante auto de segunda instancia del 29 de enero de 2018, resolvió confirmar el interlocutorio del 28 de noviembre de 2017, en el que consideró lo que a continuación  se extrae (Fls. 43-45):
“(…) No se desconoce que el panorama anterior es bastante lamentable par el condenado y constituye el motivo de su solicitud, empero, no obstante, también reposa dentro del expediente información concisa que apunta a concluir que la madre y el hijo del aquí peticionario no están absolutamente solos y que, por lo mismo, no es Edgar Alexander Puerta Sánchez la única persona que puede velar por ellos.
Nos referimos expresamente a los demás  miembros de la familia, como son, la hija de la señora Miriam que reside en Medellín y quien, se sabe, le ofrece alunas ayudas de dinero a su progenitora de forma esporádica, las hermanas de la señora Miriam, quienes le colaboran con los aportes a la seguridad social, los otros dos hijos mayores de edad del aquí condenado, a quienes, no obstante vivir en otros lugares conformados con hijos, les asiste un deber moral frente a su hermano menor y abuela; de ahí que contrario a lo sostenido por el señor Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad en la decisión que se revisa y apartándonos muy respetuosamente de su postura frente a este particular, se considera que no se dan los presupuestos de padre de familia respecto de Edgar Alexander Puerta Sánchez.

(…) Es entendible, tanto el hijo menor de edad del réprobo como su señora madre pueden estar afectados con su ausencia, la que muy seguramente les genera inestabilidad en su vida, empero, esto no debe implicar que quienes han defraudado a la colectividad, con un comportamiento delictual, por lo que han generado esa afectación familiar, pese a estar obligados civilmente con sus congéneres a actuar diferente, puedan evadir las consecuencias de su comportamiento ilícito con el argumento de ser padre cabeza de familia.  Por el contrario, el riesgo de verse separado del hogar y del lado de su hijo menor y sus padres, -para ese momento los dos en difíciles condiciones de salud-, debió ser factor considerado por el sentenciado antes de decidir realizar la actividad ilícita por la cual fue condenado, la cual valga anota, constituye un aspecto bastante negativo al momento de analizar el ingrediente subjetivo contenido en la norma, como es el desempeño social, personal y familiar del réprobo, dada la modalidad en que se desarrolló la misma y el alto riesgo en que se puso la vida de las personas utilizadas para el transporte de la sustancia estupefaciente con fines de comercialización (…)”
4.6.7.  De conformidad con lo antes analizado, esta Sala evidencia que los funcionarios accionados no vulneraron derecho fundamental alguno al señor Puerta Sánchez  con el proferimiento de las providencias cuestionadas, toda vez que allí se analizaron en su integridad las condiciones legales y jurisprudenciales que se han establecido para la concesión del beneficio de la prisión domiciliaria por ser madre/padre cabeza de familia, aun cuando el juez ejecutor demandado haya señalado en un principio que el accionante tenía la calidad de padre cabeza de familia, pues tal requisito por sí solo no confiere directamente el sustituto reclamado ante la gravedad de la conducta desplegada por el actor, la que de igual manera, tuvo que ser estudiada en el caso en concreto.

4.6.8. El principio de autonomía de la función jurisdiccional imposibilita revisar lo decidido por la simple circunstancia de no ser compartido por quien ahora formula el reproche, ya que en sede de la acción de tutela no es posible efectuar una nueva valoración sobre el asunto discutido y pretender por esta vía imponer una posición particular, criterio igualmente sostenido por la Corte Constitucional al establecer que:    

“el juez de tutela no puede entrar a valorar los medios de prueba que fueron objeto de análisis dentro de los procesos ordinarios pues solamente le corresponde verificar si, en la decisión del juez de instancia se hace evidente una irregularidad protuberante, el juez de tutela debe emitir las órdenes sobre los parámetros constitucionales necesarios para que el juez natural pueda corregir su error. En conclusión, los jueces de la República gozan de autonomía en sus decisiones y sus providencias no podrán ser desconocidas ni revaluadas por el juez constitucional, pues este último se debe limitar a determinar si existió o no una vulneración a los derechos fundamentales de los asociados y sólo en esos casos podrá emitir las órdenes al juez natural que permitan enmendar ese defecto.
” (Subrayas propias)

Por lo acabado de subrayar, si se accediera a lo pretendido en la demanda de tutela, sería como desconocer los procedimientos y decisiones que en ejercicio de su competencia emiten los funcionarios judiciales, lo que iría en contraposición a la finalidad de la acción de tutela, por lo tanto, la misma no se puede utilizar como una tercera instancia adicional o paralela para estudiar las determinaciones que en su momento y de acuerdo a su competencia, tomó el juez accionado.

4.6.9.  Igualmente, para que la acción de tutela resulte ser procedente frente a una providencia judicial, es necesario que la parte actora identifique los hechos que generaron la vulneración de los derechos, y que los mismos los hubiere alegado en instancia, lo que en este asunto no sucedió.  Al respecto, la Corte Constitucional indico lo siguiente:

“Si bien la acción de tutela fue diseñada para que el ciudadano corriente concurriera en la defensa de sus derechos de modo inmediato y sin necesidad de hacerse representar por abogado, para el caso concreto contra providencias acontece el escenario de la sofisticación: la proposición y la defensa de la vía de hecho es hoy una técnica muy sofisticada, que utiliza un lenguaje propio y que se despliega en un gran número de reglas jurisprudenciales. Por eso la proposición de la vía de hecho, se ha vuelto cada vez más formal, resultando necesaria: la presentación precisa de los hechos, de modo que se evidencia claramente la violación de los derechos fundamentales; la especificación de los derechos vulnerados, y más precisamente, la identificación del defecto o de la causal especial de procedibilidad que ha configurado propiamente la vía de hecho”
.   (Subrayado fuera de texto). 

Aunado a lo anterior, el principio de autonomía de la función jurisdiccional imposibilita revisar lo decidido por la simple circunstancia de no ser compartido por quien ahora formula el reproche, ya que en sede de la acción de tutela no es posible efectuar una nueva valoración sobre el asunto discutido y pretender por esta vía imponer una posición particular.
4.6.10. Conforme a lo acabado de analizar, los funcionarios demandados  concluyeron que el señor Puerta Sánchez no cumple con los requisitos legales para acceder a la prisión domiciliaria y en tal sentido, la acción de tutela no puede convertirse en una especie de instancia adicional para debatir nuevamente lo que ya fue objeto de estudio, toda vez que sus valoraciones y decisiones se efectuaron conforme a la autonomía reconocida constitucionalmente, y una disparidad de criterio, como la plasmada en la demanda no puede ser fundamento para dejar sin valor y efecto lo resuelto por los jueces naturales.

4.6.11. Así las cosas, esta Sala reitera que no se observa vulneración de garantías fundamentales del señor Puerta Sánchez por el hecho de que los juzgados accionados no le hubieran concedido el mecanismo sustitutivo de la pena privativa de la libertad, ni se advierten conculcados los principios de legalidad y favorabilidad que invocó el demandante, toda vez que tal negativa obedeció no solo a la falta de acreditación del abandono total de su progenitora y de su hijo menor de edad, sino del estudio que de la procedencia de tal subrogado penal se hizo para inferir que el mismo no podía otorgarse como consecuencia de la conducta delictiva desplegada y la participación dentro de la organización criminal a la que pertenecía el actor, lo que representó un considerable daño al conglomerado social; es decir, que fue el actor quien generó  la situación por la cual hoy se encuentra separado de su familia, por lo que no resulta de recibo su solicitud para que por vía de un fallo de tutela, el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de esta ciudad entre a resolver nuevamente el recurso de apelación que interpuso el accionante.
Consecuente con lo discurrido, el amparo invocado por el accionante es improcedente.
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela interpuesta por el señor Edgar Alexander Puerta Sánchez en contra de los Juzgados 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad y 1º Penal del Circuito Especializado, ambos de Pereira.
SEGUNDO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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